COSA JUZGADA − Aspectos 

El concepto de res judicata o cosa juzgada se refiere a aquello que ha sido dirimido, resuelto o fallado, y se equipara al principio constitucional del «non bis in idem» (art. 29) según el cual los hechos y conductas que hayan sido resueltos por cualquiera de los medios aceptados por la ley para la solución de conflictos, no pueden volver a ser debatidos ante otro funcionario en juicio posterior, por cuanto lo anteriormente decidido tiene carácter vinculante y obligatorio para las partes, y se torna inmutable por tener plena eficacia jurídica, como lo establece el artículo 332 del Código de Procedimiento Civil al señalar que «la sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada.
[…]
Ahora bien, la cosa juzgada tiene aspectos formales y materiales: los primeros, implican la imposibilidad del volver sobre una decisión tomada en providencia ejecutoriada, ya sea durante el curso del mismo proceso o en otro en que se debata idéntica causa petendi, limitación que propende por la garantía de la estabilidad del orden jurídico y, los segundos, que apuntan a la intangibilidad del contenido de la sentencia en firme, en tanto la jurisdicción ya se ocupó plenamente de estudiar el objeto del litigio y resolvió la contienda con la plenitud de las formas propias del juicio . 
COSA JUZGADA – Elementos 
La institución de la cosa juzgada encuentra sustento jurídico en los artículos 175 del Código Contencioso Administrativo y 332 del Código de Procedimiento Civil, de los cuales se infiere que para la configuración de este instituto se exige la concurrencia de tres elementos a saber: Que los procesos versen sobre el mismo objeto, Que tengan la misma causa, y, Que exista identidad jurídica de partes.

[…]

En conclusión, la cosa juzgada cumple una doble función consistente en, de una parte, prohibir a los funcionarios judiciales conocer, tramitar y fallar sobre lo resuelto y, de otra, dotar de seguridad a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico.

LIQUIDACIÓN DE CONTRATO – Contrato de obra 

[…] el decreto-ley 222 de 1983 señaló en su artículo 287 los casos en los cuales procede la liquidación del contrato, y, respecto de los contratos de obra pública precisó que deberán liquidarse una vez que se hayan cumplido o ejecutado las obligaciones surgidas de los mismos.
La Sala ha sido unánime en afirmar que la liquidación bilateral del contrato se traduce en un verdadero negocio jurídico por medio del cual las partes definen las cuentas del contrato y se obligan a lo estipulado en el documento que la contiene.
[…]
Al efecto cabe tener en cuenta que la liquidación significa hacer el ajuste formal de una cuenta; saldar, pagar enteramente una cuenta y se produce con el objeto de que las partes contratantes establezcan, con fundamento en el desarrollo del contrato, las acreencias pendientes a favor o en contra de cada uno. Mediante la liquidación la administración y el contratista se pronuncian sobre la ejecución de las prestaciones contractuales, como también respecto de las vicisitudes presentadas durante su desarrollo; es un acto que, por ende, aclara y define todo lo relativo a la relación contractual que existió entre las partes del negocio jurídico. Resulta contrario al principio de la buena fe y a la regla de no venir contra sus propios actos, suscribir un acto bilateral en el que se deja constancia de los valores finales del contrato, para después demandar, ante el árbitro o juez, el reconocimiento de sumas distintas.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
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SUBSECCION A
Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON
Bogotá, D.C., veintiséis (26) de enero de dos mil once (2011).
Radicación número: 44001-23-31-000-1997-01146-01(15939)
Actor: ALFREDO DE JESÚS MANRIQUE CORZO
Demandado: MUNICIPIO DE BARRANCAS
Referencia: ACCION DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (APELACION SENTENCIA)

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en el proceso de la referencia, contra la Sentencia de 22 de octubre de 1998, proferida por el Tribunal Administrativo de la Guajira, en la cual resolvió:

“1. Declarar que la controversia materia de esta contención, ya fue objeto de decisión con fuerza y autoridad de cosa juzgada dentro del proceso de ejecución radicado bajo el número 1148-97 por parte de esta Corporación, y por consiguiente, inhíbese de decidir de fondo la presente acción contractual, de conformidad con las motivaciones de esta providencia.
2. Compúlsense copias a la Fiscalía General de la Nación, Unidad de Delitos contra el Patrimonio Público y a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, Seccional Guajira de este expediente y del proceso ejecutivo que cursó en este Tribunal y radicado bajo el numero 1148-97, para lo de su competencia, de acuerdo con las motivaciones que anteceden.
3. Condenar en costas a la parte demandante. Tásense por Secretaría.”

La sentencia apelada, previo el estudio correspondiente, será revocada, por las razones que se expondrán más adelante.

I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones

En ejercicio de la acción de controversias contractuales prevista en el artículo 87 del C.C.A, y por intermedio de apoderado judicial, la persona jurídica de derecho privado A.M.C. Construcciones Ltda., presentó, el 14 de octubre de 1997, demanda en contra del Municipio de Barrancas, Guajira en la cual solicitó las siguientes declaraciones y condenas: 

“1.- Que el MUNICIPIO DE BARRANCAS GUAJIRA es responsable por el incumplimiento del contrato número 029 de 1.991.

2.- Condénese al MUNICIPIO DE BARRANCAS GUAJIRA a pagar al Contratista A.M.C. CONSTRUCCIONES LTDA., el valor correspondiente a:

2.1.- El pago de los intereses por mora en el desembolso del segundo contado del anticipo (25%) la suma de SEIS MILLONES OCHOCIENTOS VEINTIOCHO MIL CUATROCIENTOS CUATRO PESOS ($6.828.404=)
2.2.- El pago de intereses moratorios por el retraso en el pago del acta de recibo-entrega parcial número 1, de fecha mayo 18 de 1.992, la suma de CATORCE MILLONES TRESCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y CINCO (sic) ($14.338.985=) 

2.3.- El pago de gastos administrativos de funcionamiento por concepto de Director de Obra, Celaduría de la Obra y Oficina, durante las épocas de suspensión del contrato, la suma de CIENTO VEINTE MILLONES SEISCIENTOS DIECINUEVE MIL CIENTO NOVENTA Y SEIS PESOS CON CINCUENTA CENTAVOS ($120.619.196.5), mas los interese corrientes y moratorios hasta el día que efectivamente se cumpla con el pago.
2.4.- El pago de las utilidades previstas, en proporción a lo no ejecutado, ni pagado los cuales ascienden a la suma de UN MILLÓN OCHOCIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL DOSCIENTOS SETENTA PESOS CON CINCUENTA Y CUATRO CENTAVOS ($1.847.270.54=), monto que ha de ser actualizado en su valor.

3.- A la sentencia que le ponga fin al presente proceso se le dará cumplimiento en los términos de los artículos 176 y 177 del C.C.A.”

2. Los hechos

Como sustento de las pretensiones, el demandante expuso los hechos que a continuación se resumen: 

2.1. Mediante Resolución 634 de 17 de julio de de 1991, el Municipio de Barrancas ordenó la apertura de licitación privada No. 077-91 para la Construcción del Centro Comercial Segunda Etapa.

2.2. El Municipio de Barrancas adjudicó el contrato a la firma Kapsa Ltda., mediante Resolución 680 de 6 de agosto de 1991; en consecuencia, se suscribió el Contrato de Obra Pública No. 029 de 1991 por valor de $76.176.105.49 cuyo objeto fue la construcción del Centro Comercial Nueva Barrancas, segunda etapa.

2.3. El 11 de septiembre de 1991 los contratantes suscribieron un otrosí al contrato de obra pública No. 29 de 1991 modificando la forma de pago del anticipo estableciendo que el 50% del valor del contrato se entregaría a título de anticipo en dos partes iguales, una a la firma del contrato y la otra 30 días después.

2.4. El primer 50% del valor del anticipo fue cancelado por el municipio al contratista el 25 de septiembre de 1991, mientras que el restante 50%, que debía ser cancelado, a lo sumo, el 8 de noviembre de 1991, únicamente fue pagado  el 27 de abril de 1992, es decir con 169 días de retraso.

2.5. El 25 de noviembre de 1991 el contratista Kapsa Ltda., solicitó al municipio de Barrancas hacer cesión del contrato a la firma A.M.C. Construcciones Ltda., la cual se formalizó el 18 de diciembre del mismo año. En esta oportunidad el nuevo contratista requirió al Municipio para el pago de la segunda parte del anticipo y, ante la negativa del ente territorial, el contrato se suspendió desde el 20 de diciembre de 1991 hasta el 4 de mayo de 1992, periodo durante el cual el contratista incurrió en gastos de funcionamiento consistentes en permanencia del director de obra en la localidad, celaduría, funcionamiento de oficina con Secretaria – Almacenista y, adicionalmente, sufrió perjuicios económicos por no haber percibido oportunamente el pago del capital acordado.   

2.6. El 18 de mayo de 1992 se suscribió el acta No. 1 de recibo parcial de obra del Contrato No. 029 de 1991 por la suma de $43.613.059,13, quedando a favor del contratista un saldo de $21.806.529 que debía ser pagado por el municipio en esa misma fecha; no obstante, el desembolso efectivo de esta suma de dinero se fraccionó en dos contados: 6 de noviembre de 1992 y 14 de noviembre de 1993.

2.7. El 29 de mayo de 1992 el municipio convino la segunda suspensión del contrato 029 de 1991 la que se prolongó hasta el 12 de octubre de 1995 cuando se hizo entrega de las obras ejecutadas y se dio por terminado el contrato, por mutuo acuerdo entre las partes, mediante Resolución 518.

2.8. El 7 de noviembre de 1995 se efectuó la liquidación del contrato, la cual arrojó un saldo a favor del contratista de $13.192.427,46 quedando constancia expresa de estar pendiente la liquidación de los ítems IV a VI 
del escrito de 1 de septiembre de 1995 por medio del cual A.M.C. Construcciones Ltda., elevó derecho de petición al Municipio de Barrancas.

2.9. En el numeral 36 del acápite de “hechos u omisiones” de la demanda, el actor precisó:

“Hasta la fecha presente no se le han reembolsado, ni cancelado a mi patrocinada las obras ejecutadas por el, (sic) reajustadas a noviembre 7 de 1.995 y sus respectivos intereses hasta cuando efectivamente se produzca el pago, ni los intereses generados por la mora del segundo contado del anticipo, ni los intereses generados con la mora en el pago del acta de recibo parcial No. 1, ni los gastos de administración por mantener durante las suspensiones del Contrato a un Director de Obra, la Celaduría permanente de la Obra y de los materiales y las Oficinas del Proyecto, ni las utilidades contratadas, factores causados en desarrollo del contrato administrativo de obra pública número 029 de 1.991, con lo que se le han ocasionado a mi Poderdante “A.M.C. CONSTRUCCIONES LIMITADA” , serios perjuicios económicos que EL MUNICIPIO DE BARRANCAS GUAJIRA por su negligencia e imprecisión, deberá reparar (resarcir)”  

3. La oposición del demandado

La demanda fue admitida por el Tribunal Administrativo de la Guajira el 27 de octubre de 1997, decisión que fue notificada en debida forma a la entidad pública demandada. (fl.136), no obstante, durante el término de fijación en lista, el Municipio de Barrancas guardó silencio.

4. Actuación procesal

4.1. Por auto de 27 de octubre de 1997 se abrió el proceso a pruebas y se decretaron las documentales que se acompañaron con la demanda y las demás solicitadas por la parte actora. 
4.2. El 28 de julio de 1998 se llevó a cabo la audiencia de conciliación judicial, sin acuerdo de las partes.

4.3.  Mediante proveído de 31 de agosto de 1998, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión. 

4.3.1. El Municipio de Barrancas consideró que la acción está caducada y que no hay lugar al reconocimiento de los gastos en que incurrió el demandante durante los periodos de suspensión de la obra, ni de los intereses moratorios que reclama, en tanto no existe material probatorio que demuestre su causación.
4.3.2. El demandante reiteró los hechos y las pretensiones señalados en su demanda y precisó que el reiterado incumplimiento de las obligaciones contractuales por parte del Municipio de Barrancas le ocasionó graves perjuicios económicos tanto por los pagos morosos como por los mayores costos que se ocasionaron durante los periodos de suspensión del contrato.
5. La sentencia recurrida
El Tribunal a quo se declaró inhibido para pronunciarse sobre el fondo del asunto planteado por considerar que existe cosa juzgada, toda vez que se presenta identidad de causa, objeto y partes con la acción ejecutiva radicada en esa Corporación bajo el número 1148, que ya fue objeto de decisión por ese Tribunal, pues las dos acciones tienen como soporte o fundamento el acta de liquidación final del contrato de obra pública No. 29 de 1991 de fecha 7 de noviembre de 1995 suscrita de común acuerdo por la sociedad A.M.C. Construcciones Ltda., y la entidad territorial demandada. 
Agregó que en una y otra acción la pretensión básica es de $13.192.427,46 que corresponde al saldo que, según el acta de liquidación, resultó a favor del contratista, por lo que concluyó que se trata de la misma cuestión litigiosa que ya fue resuelta mediante providencia en firme, que tiene fuerza y autoridad de cosa juzgada, dentro del proceso ejecutivo que cursó ante esa Corporación.  
6. La apelación

Inconforme con la decisión de la primera instancia, la parte actora la apeló con miras a que sea revocada y en su lugar se atiendan sus pretensiones pues, en su criterio, no existe cosa juzgada, afirmación que soporta en la comparación entre las pretensiones de la acción ejecutiva y las de la contractual, para concluir que son completamente diferentes, pues si bien ambas controversias se originan en el contrato de obra No. 029 de 1991, la acción ejecutiva deviene del cobro de la mayor cantidad de obra y su actualización, de conformidad con el acta de liquidación, mientras que la contractual pretende el reconocimiento y pago de los intereses por la mora en el recibo de la obra, pago de los mayores gastos operativos en que se incurrió el demandante y los rendimientos económicos dejados de percibir por el contratista.

En el escrito de adición a la sustentación de la impugnación, precisó que, contrario a lo sostenido por el A quo, la suma de $13.192.427,46 cuyo pago se obtuvo mediante el ejercicio de la acción ejecutiva, no está incluida en la pretensión de esta acción contractual.

7. Actuación en esta instancia

7.1. Mediante providencia de 5 de marzo de 1999 se admitió el recurso de apelación interpuesto y sustentado oportunamente por la parte actora.

7.2. Por medio de auto de 26 de marzo del mismo año, se corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público con el fin de que rindiera concepto. Las partes guardaron silencio. 
El Ministerio Público rindió concepto en el que solicitó revocar la sentencia apelada para en su lugar denegar las pretensiones de la demanda, pues consideró que no existe cosa juzgada porque si bien hay, entre la acción contractual y la ejecutiva, identidad de partes, su causa y objeto son diferentes, pues mientras el proceso ejecutivo se origina en la existencia de la obligación de pagar una suma líquida de dinero determinada en el acta de liquidación del contrato, la acción contractual guarda relación con el supuesto incumplimiento del contrato por parte del Municipio de Barranca y los sobrecostos en que incurrió el contratista con las suspensiones de la obra, aspectos que difieren de los indicados en el acta de liquidación.

Agregó que, con fundamento en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, el acta de liquidación del contrato tiene la naturaleza de un ajuste de cuentas definitivo entre las partes contratantes, de manera que si el contratista suscribe el acta sin manifestar ninguna inconformidad, no le es posible volver sobre su propio acto con el fin de formular reclamaciones de índole patrimonial no incluidas en el mismo, en tanto debe entenderse que el acuerdo logrado por las partes resolvió todo lo relacionado con los derechos y obligaciones generados del contrato y que el contratista renunció a las prestaciones no incluidas en la liquidación; por lo tanto, solicitó denegar las súplicas de la demanda.
II. CONSIDERACIONES 

La Sala revocará la sentencia del Tribunal A quo, para lo cual abordará el estudio de los siguientes aspectos: 1) La competencia; 2) El ejercicio oportuno de la acción (caducidad); 3) El objeto del litigio y el motivo de la impugnación; 4) La cosa juzgada; 5) La pretensión de incumplimiento del contrato y 6) Conclusión
1. Competencia

El Contrato 29 de 1991 fue celebrado en vigencia del Decreto-Ley 222 de 1983, el cual clasificó los contratos celebrados por las entidades públicas en Contratos Administrativos y Contratos de Derecho Privado de la Administración, enumeró, en su artículo 16,
 el listado de los Contratos Administrativos propiamente dichos y dispuso que los no incluidos en esa enumeración serían contratos de Derecho Privado de la Administración.

El contrato de obra pública celebrado por una entidad pública fue uno de aquellos considerados como “administrativos”, pues se incluyó en la enumeración contenida en el artículo 16; de manera que para efectos de definir la jurisdicción competente para dirimir los conflictos que de ellos se generen debe acudirse a lo dispuesto por el artículo 17 del Decreto-ley 222 de 1983, que prescribía:

“La calificación de contratos administrativos determina que los litigios que de ellos surjan son del conocimiento de la justicia contencioso administrativa; los que se susciten con ocasión de los contratos de derecho privado, serán de conocimiento de la justicia ordinaria. 

“(…).” 

Bajo esta perspectiva, hay que tener presente que el contrato celebrado entre el Municipio de Barrancas y la sociedad A.M.C. Construcciones Ltda., es un Contrato Administrativo, por lo tanto, se deduce que el Consejo de Estado, en esta instancia
, es el competente para conocer de las controversias suscitadas a raíz de este contrato.

Adicionalmente, se precisa que corresponde a esta Sala decidir el recurso de apelación dado que la providencia recurrida fue proferida en proceso de doble instancia, pues la pretensión mayor asciende a la suma de $120.619.196.50, y el monto exigido, para la fecha de presentación de la demanda -14 de octubre de 1997- para que un proceso tuviera vocación de segunda instancia era de $13.460.000.

2. El ejercicio oportuno de la acción 
Las pretensiones de la demanda se dirigen a obtener la declaratoria de incumplimiento contractual del Municipio de Barrancas respecto del contrato de obra pública celebrado con la sociedad A.M.C. Construcciones, vínculo contractual que fue objeto de liquidación mediante acta de 7 de noviembre de 1995. 
De tiempo atrás, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que el término de caducidad para el ejercicio de la acción de controversias contractuales debe empezar a contabilizarse a partir de la terminación del contrato o desde la liquidación del mismo, cuando a ello hubiere lugar, y dado que en el presente caso el acto de liquidación del contrato tuvo ocurrencia el 7 de noviembre de 1995 (fls. 116 a 120), hay lugar a concluir que no operó la caducidad procesal pues entre esta fecha y el 14 de octubre de 1997 –presentación de la demanda- es evidente que no había transcurrido el término de dos años dispuesto por el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo
, de manera que habrá de concluirse que el ejercicio de la acción fue oportuno.

3. El objeto del litigio y el motivo de la impugnación 
Según la demanda se persigue la declaratoria de incumplimiento por parte del Municipio de Barrancas (Guajira) del contrato de obra pública No. 29 de 15 de agosto de 1991 para la construcción de la segunda etapa del Centro Comercial Nueva Barrancas, por un valor de $76.176.105 

El Tribunal a quo se inhibió fallar de fondo por considerar que las pretensiones de la demanda ya habían sido objeto de estudio y decisión dentro de la acción ejecutiva que se adelantó ante ese despacho judicial y, en consecuencia, declaró la existencia de la cosa juzgada.

Inconforme con esa decisión, la parte demandante apeló la sentencia, porque, a su juicio, la pretensión incoada con base en el acta de liquidación del contrato dentro de la acción ejecutiva no guarda similitud alguna con las incorporadas al escrito demandatorio dentro de la acción contractual, las cuales se orientan a obtener el resarcimiento de los perjuicios que se derivaron de los reiterados incumplimientos contractuales del municipio de Barrancas 
Pues bien, dado que la sentencia recurrida fue inhibitoria y a pesar de que sólo fue apelada por la parte actora, teniendo en cuenta los lineamientos del artículo 357 del C. de P. Civil
, la Sala podrá pronunciarse acerca de todos los aspectos que conforman la litis e incluso fallar de fondo, en el caso de que considere que en el sub lite no se configuró la cosa juzgada.

En consecuencia, de acuerdo con los cargos formulados por el demandante, los problemas jurídicos que ocupan la atención de la Sala se concretan a resolver: i) si existe cosa juzgada y, en caso negativo, ii) si se presentó el incumplimiento contractual. 

4. La cosa juzgada 

El concepto de res judicata o cosa juzgada se refiere a aquello que ha sido dirimido, resuelto o fallado, y se equipara al principio constitucional del “non bis in idem” (art. 29) según el cual los hechos y conductas que hayan sido resueltos por cualquiera de los medios aceptados por la ley para la solución de conflictos, no pueden volver a ser debatidos ante otro funcionario en juicio posterior, por cuanto lo anteriormente decidido tiene carácter vinculante y obligatorio para las partes, y se torna inmutable por tener plena eficacia jurídica, como lo establece el artículo 332 del Código de Procedimiento Civil al señalar que “la sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada”.

Ahora bien, la cosa juzgada tiene aspectos formales y materiales: los primeros, implican la imposibilidad del volver sobre una decisión tomada en providencia ejecutoriada, ya sea durante el curso del mismo proceso o en otro en que se debata idéntica causa petendi, limitación que propende por la garantía de la estabilidad del orden jurídico y, los segundos, que apuntan a la intangibilidad del contenido de la sentencia en firme, en tanto la jurisdicción ya se ocupó plenamente de estudiar el objeto del litigio y resolvió la contienda con la plenitud de las formas propias del juicio
. 

La institución de la cosa juzgada encuentra sustento jurídico en los artículos 175 del Código Contencioso Administrativo
 y 332 del Código de Procedimiento Civil
, de los cuales se infiere que para la configuración de este instituto se exige la concurrencia de tres elementos
, a saber:

1. Que los procesos versen sobre el mismo objeto
2. Que tengan la misma causa, y, 

3. Que exista identidad jurídica de partes.

Sobre el tema de las identidades procesales se ha pronunciado el Consejo de Estado en los siguientes términos:

“La identidad jurídica de partes, implica que los efectos de una sentencia sólo se extiendan a quienes actuaron dentro del proceso. En consecuencia, si dentro de un proceso dejó de señalarse a determinada persona como parte, no se configura la cosa juzgada, teniendo ésta la posibilidad de iniciar un nuevo proceso. Esto desde el punto de vista del procedimiento civil, pues la sentencia, por regla general, tiene efectos inter partes.”

“La identidad jurídica de objeto involucra realizar un análisis que conduzca a concluir que la nueva demanda impetrada ante la jurisdicción contiene las mismas pretensiones o declaraciones. Por consiguiente, para identificar si existe identidad de objeto se deben estudiar los hechos, las pretensiones y la sentencia anterior para confrontarlas con los hechos y pretensiones planteadas en el nuevo proceso a fin de poder determinar si existe identidad de objeto. En otras palabras, la identidad de objeto exige que la petición en ambos procesos sea la misma.

“Frente a la identidad de causa jurídica o causa petendi juzgada, se concreta en los motivos o razones que deben aparecer puntualizados a lo largo de la demanda y que surgen de los diferentes hechos consagrados, por cuanto del análisis de éstos, es como verdaderamente se puede saber si los fundamentos jurídicos de las pretensiones son idénticos”.

En el mismo sentido, la Corte Constitucional se manifestó en los siguientes términos:
“Para que una decisión alcance el valor de cosa juzgada se requiere:

· Identidad de objeto, es decir, la demanda debe versar sobre la misma pretensión material o inmaterial sobre la cual se predica la cosa juzgada. Se presenta cuando sobre lo pretendido existe un derecho reconocido, declarado o modificado sobre una o varias cosas o sobre una relación jurídica. Igualmente se predica identidad sobre aquellos elementos consecuenciales de un derecho que no fueron declarados expresamente. 

· Identidad de causa petendi (eadem causa petendi), es decir, la demanda y la decisión que hizo tránsito a cosa juzgada deben tener los mismos fundamentos o hechos como sustento. Cuando además de los mismos hechos, la demanda presenta nuevos elementos, solamente se permite el análisis de los nuevos supuestos, caso en el cual, el juez puede retomar los fundamentos que constituyen cosa juzgada para proceder a fallar sobre la nueva causa.

· Identidad de partes, es decir, al proceso deben concurrir las mismas partes e intervinientes que resultaron vinculadas y obligadas por la decisión que constituye cosa juzgada.” 

En conclusión, la cosa juzgada cumple una doble función consistente en, de una parte, prohibir a los funcionarios judiciales conocer, tramitar y fallar sobre lo resuelto y, de otra, dotar de seguridad a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico
.

En el asunto sub examine el juzgador A quo estimó que operó la institución de la cosa juzgada por cuanto la materia objeto de estudio, al amparo de la presente acción contractual, guarda identidad de causa, objeto y partes con la acción ejecutiva radicada bajo el número 1148, adelantada ante ese mismo Tribunal.

En efecto, las copias del proceso ejecutivo mencionado, obrantes en el expediente, demuestran que la sociedad A.M.C. Construcciones Ltda., presentó demanda ejecutiva de mayor cuantía en contra del Municipio de Barrancas orientada a obtener el pago de la suma de $13.192.427.46, derivado del título ejecutivo constituido por el Contrato No. 029 de 1991 y el acta de recibo, reajuste y liquidación del mismo, documentos de los que se origina una obligación clara, expresa y exigible del ente territorial a favor de la ejecutante.

El Tribunal Administrativo de la Guajira libró mandamiento de pago mediante providencia de 27 de octubre de 1997; profirió sentencia de 19 de marzo de 1998, por medio de la cual ordenó el avalúo y remate de los bienes de propiedad del Municipio de Barrancas y seguir adelante con la ejecución en su contra; y, finalmente, por medio de auto de 8 de octubre de 1998 dio por terminado el proceso por pago de la obligación. 
La suma reclamada por la firma A.M.C. Constructores Ltda., por la vía ejecutiva, correspondía al pago de la obra ejecutada por la sociedad A.M.C. Constructores Ltda., en cumplimiento del Contrato No. 029 de 1991, incluidos los reajustes pactados, de conformidad con el acta de liquidación de 7 de noviembre de 1997.

Ahora bien, la presente acción contractual se dirige a obtener la declaración de incumplimiento contractual del Municipio de Barrancas y su consecuente condena al pago de los perjuicios que dicho incumplimiento ocasionó al contratista, consistente en intereses moratorios por la tardanza en el desembolso del anticipo, gastos de administración y utilidades dejadas de percibir como consecuencia de la ejecución del contrato.
De la comparación del petitum de las dos demandas se infiere, sin lugar a hesitación, que si bien existe identidad de partes entre la acción ejecutiva y la acción contractual, cada una de ellas tiene causa y objeto diferentes, pues mientras la primera persigue el pago de la suma de dinero que el Municipio de Barrancas le adeuda a la sociedad A.M.C. Constructores Ltda., por la ejecución parcial de una obra pública determinada en el acta de liquidación del contrato, la segunda, pretende la declaración de incumplimiento y el pago de los sobrecostos en que debió incurrir el contratista para el cumplimiento del objeto contratado, pretensiones que no guardan similitud alguna, a pesar de que ambas se deriven de la ejecución de un contrato de obra pública.
Así pues, la Sala considera que la pretensión declarativa e indemnizatoria que sirve de fundamento a la acción contractual no puede identificarse con la pretensión de pago de una obligación impetrada al amparo de la acción ejecutiva, por lo que revocará la sentencia impugnada y, en consecuencia, se ocupará de decidir sobre la pretensión de incumplimiento contractual incoada por la sociedad A.M.C. Constructores Ltda.  
5. La pretensión de incumplimiento del contrato examinado 

El actor demandó el incumplimiento por parte del Municipio de Barrancas (Guajira) del contrato de obra No. 029 de 1991 celebrado para la construcción del Centro Comercial Nueva Barrancas II Etapa porque: i) No pagó al contratista oportunamente los valores correspondientes al segundo contado del anticipo y al acta parcial número 1 de 18 de mayo de 1992, ii)  No reconoció al contratista los gastos administrativos en que incurrió durante las etapas de suspensión del contrato y, iii) No pagó las utilidades previstas en porcentaje a lo no ejecutado. 
Como soporte de sus pretensiones, la parte actora allegó con la demanda, entre otros, copia auténtica de los siguientes documentos:

1. Contrato de Obra Pública No. 029 de 15 de agosto de 1991 suscrito entre el Municipio de Barrancas y la firma Kapsa Ltda. 
2. Póliza de Seguro de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 850-059
3. Póliza de Seguro de Cumplimiento a favor de entidades oficiales No. 16012131

4. Otrosí al Contrato de obra pública No. 029 de 1991, de 11 de septiembre de 1991

5. Acta de iniciación de obra de 27 de septiembre de 1991

6. Resolución No. 1062 de 1991 por medio de la cual el Municipio de Barrancas admite la cesión del contrato hecha por la firma KAPSA Ltda. a la Constructora A.M.C. Ltda.
7. Acta de recibo, reajuste y liquidación del contrato de fecha 17 de noviembre de 1995.
8. Certificado de existencia y representación legal de A.M.C. Contrucciones Ltda.

Pues bien, el Decreto-ley 222 de 1983 señaló en su artículo 287 los casos en los cuales procede la liquidación del contrato, y, respecto de los contratos de obra pública precisó que “deberán liquidarse una vez que se hayan cumplido o ejecutado las obligaciones surgidas de los mismos.” 
La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado define la liquidación del contrato estatal en los siguientes términos: 

“En cuanto corresponde a la liquidación de los contratos de la Administración, ha de señalarse que dicha figura corresponde al balance final o corte definitivo de cuentas de la relación contractual, cuyo propósito fundamental es el de determinar quién le debe a quién y cuánto.”

Respecto de las obligaciones que surgen de la liquidación, en sentencia de agosto de 2001, esta Corporación expresó:

 “La liquidación del contrato no debe ser entendida como una condición de exigibilidad de las obligaciones a cargo de las partes contratantes, porque como lo prescribe la ley y lo ha precisado la jurisprudencia, es un corte de cuentas entre las partes, en el que se deja constancia de las obligaciones cumplidas y no cumplidas en oportunidad.”

La Sala ha sido unánime en afirmar que la liquidación bilateral del contrato se traduce en un verdadero negocio jurídico por medio del cual las partes definen las cuentas del contrato y se obligan a lo estipulado en el documento que la contiene.

Al efecto cabe tener en cuenta que la liquidación significa “hacer el ajuste formal de una cuenta; saldar, pagar enteramente una cuenta”
  y se produce con el objeto de que las partes contratantes establezcan, con fundamento en el desarrollo del contrato, las acreencias pendientes a favor o en contra de cada uno. Mediante la liquidación la administración y el contratista se pronuncian sobre la ejecución de las prestaciones contractuales, como también respecto de las vicisitudes presentadas durante su desarrollo; es un acto que, por ende, aclara y define todo lo relativo a la relación contractual que existió entre las partes del negocio jurídico. Resulta contrario al principio de la buena fe y a la regla de no venir contra sus propios actos, suscribir un acto bilateral en el que se deja constancia de los valores finales del contrato, para después demandar, ante el árbitro o juez, el reconocimiento de sumas distintas.
En el entendido de que liquidación bilateral obliga a quienes la suscriben a respetar su contenido, la jurisprudencia y ahora la ley
 han señalado la posibilidad de que el sujeto que pretenda un reconocimiento judicial distinto, deje expresa salvedad en el documento que la contiene, salvedad que condiciona entonces, no el ejercicio de la acción porque no es un supuesto legal para su procedencia, sino la prosperidad de las pretensiones formuladas, siempre que se demuestren los otros supuestos fácticos y jurídicos de la responsabilidad contractual.

Precisado lo anterior y acudiendo al contenido de  la copia auténtica del acta de recibo, reajustes y liquidación del contrato 029-91 suscrita el 7 de noviembre de 1995 por el interventor municipal y el director de la obra y representante de la firma A.M.C. Construcciones Ltda., se evidencia que una vez efectuado el correspondiente cruce de cuentas, resultó a favor del contratista un saldo de $13.192.427,46, suma que fue objeto de cobro y pago por la vía ejecutiva y frente a la cual ninguna objeción ha presentado la parte actora en esta oportunidad.

No obstante, no aparece en el cuerpo de la aludida acta de liquidación anotación alguna en la que el contratista manifieste, de manera clara, expresa y precisa, inconformidad por la falta de pago de intereses moratorios por el pago tardío de las sumas de dinero correspondientes a anticipo y acta de recibo 1, ni que haya efectuado reclamación alguna por los gastos operativos en que debió incurrir durante las etapas de suspensión de la obra, de manera que no puede ahora pretender su reconocimiento por la vía judicial, en tanto, como ya ampliamente se precisó, la salvedad expresamente consignada en el acta es un requisito sine qua non para posibilitar el acceso a la jurisdicción.

Esta conclusión no se modifica porque exista prueba en el proceso acerca de las  reclamaciones que el representante legal de la firma A.M.C. Construcciones Ltda., presentó al Alcalde Municipal el 1 de septiembre de 1995 (fls. 98 y ss.) y 20 de noviembre del mismo año (fl. 121); toda vez que esta circunstancia no eximía al contratista de cumplir la carga de dejar las constancias concretas de inconformidad en el acta de liquidación, momento determinante para estos efectos, y el único relevante para que su actitud tenga efectos jurídicos a posteriori, en relación con la posibilidad de demandar.

6. Conclusión

Los argumentos expuestos son suficientes para revocar la decisión de la primera instancia que declaró la existencia de la cosa juzgada y en su lugar declarar la improsperidad de las pretensiones de la demanda, toda vez que la parte actora no efectuó salvedad alguna al acta de liquidación bilateral del contrato.
En consideración a que no se evidenció temeridad, ni mala fe en la actuación procesal de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas, de conformidad con lo reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la ley 446 de 1998. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de la Guajira el 22 de octubre de 1998.
SEGUNDO: DENIÉGANSE las pretensiones de la demanda. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ
HERNÁN ANDRADE RINCÓN

MAURICIO FAJARDO GÓMEZ

� “4. El reconocimiento y pago de los intereses por el no pago oportuno del anticipo y de la cuenta – acta No. 1


5. El reconocimiento y pago de los gastos administrativos generados durante la suspensión del contrato, por concepto de Celaduría, Dirección del Proyecto y Funcionamiento de Oficina; y, 


6. Reconocimiento y pago de las utilidades dejadas de percibir por el incumplimiento del municipio.” (fl. 8) 


� Art. 16, Decreto-ley 222 de 1983. “Son contratos administrativos: 


“1. Los de concesión de servicios públicos. 


“2. Los de obras públicas. 


“3. Los de prestación de servicios. 


“4. Los de suministros. 


“5. Los interadministrativos internos que tengan estos mismos objetos. 


“6. Los de explotación de bienes del Estado. 


“7. Los de empréstito. 


“8. Los de crédito celebrados por la Compañía de Fomento Cinematográfico FOCINE. 


“9. Los de conducción de correos y asociación para la prestación del servicio de correo aéreo; y 


“10. Los que celebren instituciones financieras internacionales públicas, entidades gubernamentales de crédito extranjeras y los organismos internacionales, con entidades colombianas, cuando no se les considere como tratados o convenios internacionales. 


“Son contratos de derecho privado de la administración los demás, a menos que ley especial disponga en sentido contrario, y en sus efectos estarán sujetos a las normas civiles, comerciales y laborales, según la naturaleza de los mismos, salvo en lo concerniente a la caducidad. 





“PARAGRAFO. Los contratos de explotación de bienes del Estado se rigen por las normas especiales de la materia.” (Resalta la Sala)


� CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ARTICULO 129. El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los Tribunales Administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación o se conceda en un efecto distinto del que corresponda, o no se conceda el extraordinario de revisión.  


� Sección Tercera, Sentencia de 26 de mayo de 2010, expediente 05001232600019880575601 (18606) actor: Construcciones y Equipos S.A. Vs. Municipio de Medellín, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez


� ARTÍCULO 87 –Modificado por el artículo 17 del Decreto 2304 de 1989- “De las controversias contractuales. Cualquiera de las partes de un contrato administrativo o privado con cláusula de caducidad podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restituciones consecuenciales; que se ordene su revisión; que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones.”


(…).”


� “Ahora bien, la Sala ya ha precisado en providencias anteriores y respecto de la norma legal en cita, la forma de computar el plazo para el ejercicio de la acción contractual; en tal sentido ha sido reiterada la jurisprudencia al señalar que todas las acciones que hubiere decidido promover el contratista con ocasión de la ejecución del contrato, debió formularlas a más tardar dentro de los dos años siguientes a su terminación o a su liquidación, si ésta era necesaria, so pena de que operare el fenómeno de la caducidad de la acción.” (Sentencia de 9 de junio de 2010, expediente 50001233100019930432001-18971, Guillermo Torres Bernal Vs. Municipio de Villavicencio, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez)


� “La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquella. 


(…)  Cuando se hubiere apelado de una sentencia inhibitoria y la revocare el superior, éste deberá proferir decisión de mérito aun cuando fuere desfavorable al apelante.” (Subrayas fuera de texto)


� “La cosa juzgada es una institución jurídico procesal mediante la cual se otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia y en algunas otras providencias, el carácter de inmutables, vinculantes y definitivas. Los citados efectos se conciben por disposición expresa del ordenamiento jurídico para lograr la terminación definitiva de controversias y alcanzar un estado de seguridad jurídica” (Corte Constitucional. Sentencia C-774 de 2001. Magistrado Ponente. Rodrigo Escobar Gil)


� CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ARTÍCULO 175. COSA JUZGADA. “La sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo tendrá fuerza de cosa juzgada "erga omnes". 


 


La que niegue la nulidad pedida producirá cosa juzgada "erga omnes" pero sólo en relación con la "causa petendi" juzgada. 


 


La sentencia dictada en procesos relativos a contratos y de reparación directa y cumplimiento, producirá cosa juzgada frente a otro proceso que tenga el mismo objeto y la misma causa y siempre que entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes; la proferida en procesos de restablecimiento del derecho aprovechará a quien hubiere intervenido en el proceso y obtenido esta declaración a su favor. 


 


Cuando por sentencia ejecutoriada se declare la nulidad de una ordenanza o de un acuerdo intendencial, comisarial, distrital o municipal, en todo o en parte, quedarán sin efectos en lo pertinente los decretos reglamentarios”. 





� CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL ARTÍCULO 332. COSA JUZGADA. “La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada, siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, y se funde en la misma causa que el anterior, y que entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes. 


 


Se entiende que hay identidad jurídica de partes, cuando las del segundo proceso son sucesores mortis causa de las que figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre vivos celebrado con posterioridad al registro de la demanda, si se trata de derechos sujetos a registro y al secuestro en los demás casos. 


La sentencia dictada en procesos seguidos por acción popular produce cosa juzgada erga omnes. 


 


Los efectos de la cosa juzgada en procesos en que se ventilen cuestiones relativas al estado civil de las personas, se regularán por lo dispuesto en el Código Civil y leyes complementarias. 


 


En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que comparezcan como parte, la cosa juzgada surtirá efectos en relación con todas las comprendidas en el emplazamiento. 


La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión.” 





� “Se denominan elementos los aspectos sobre los cuales se estructura y produce sus efectos la cosa juzgada, en el sentido de no poder tramitar y decidir un segundo proceso entre las mismas partes, por igual objeto e idéntica causa.” (AZULA CAMACHO, Jaime. Manual de derecho procesal. Tomo I. Bogotá. Temis S.A, 2006. Págs. 369-370)


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Expediente 11.405, Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio.


� CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-774 de 2001. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil. En el mismo sentido. En ese mismo sentido. Ver: Corte Constitucional. Sentencia C-622 de 2007. M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� El instituto de la cosa juzgada fue amplia y minuciosamente estudiado por esta Sección, en sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente 2500232600019910740001-17861. Sociedad el Portón Tres Limitada Vs. Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, Consejero Ponente: Dr. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de diciembre 4 de 2006. Exp. 15239.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de agosto 30 de 2001. C. P. Alier Eduardo Enríquez Hernández. Exp. 16256





� Diccionario de la lengua Española.  Real Academia Española, 1992, pág. 892.


� En efecto, el último inciso de la ley 1150 del 16 de julio de 2007 prevé: “Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral solo proce�derá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo.”
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